
De conformidad con los Acuerdos No. PSAA15-10402 (Octubre 29 de 2015) y No. PSAA15-10412 
(Noviembre 26 de 2015) "Por el cual se modifica y ajusta el Acuerdo PSAA15-10402 de 2015” y a su 
vez se crean con “carácter permanente unos despachos judiciales y cargos en todo el territorio 
nacional”, ambos proferidos por el Consejo Superior de la Judicatura -Sala Administrativa, el 
Despacho procederá a avocar el conocimiento del proceso.

Por los motivos expuestos anteriormente, el Juzgado,

RESUELVE:

1. AVOQUESE el conocimiento de la presente demanda ejecutiva.

2. REQUIÉRASE a las partes para que se sirvan allegar la liquidación del crédito del artículo 446 del 
C. G. Del Proceso.

3. En vista a la comunicación allegada por el Juzgado de Origen, en donde informa la inexistencia 
de títulos judiciales, se PONDRÁ en conocimiento de la parte interesada para los fines pertinentes.
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Procede el Despacho a resolver sobre la solicitud de terminación anormal del proceso elevada por la 
apoderada de la parte demandada, argumentando para ello que la obligación que se ejecuta en este 
proceso carece de requisitos para su ejecutabilidad. tales como la reestructuración del crédito 
hipotecario por haberse pactado en el extinto sistema UPAC.

- MANIFESTACIONES DE LA PARTE ACTORA.-

La apoderada judicial de la parte demandante frente a la solicitud de terminación anormal del proceso 
expreso lo siguiente:

"La terminación anticipada del proceso por falta de reestructuración de se deben cumplir con ciertas 
condiciones:
1 Al deudor le corresponde acreditar su capacidad de pago en aras de beneficiarse de la 
reestructuración del crédito y  en consecuencia asumir la obligación en las nuevas condiciones. 
Situación que la parte deudora no ha acreditado.

Por lo tanto, antes de resolver declarar terminado el proceso por ausencia de la reestructuración del 
crédito, la parte demandada deberá probar su capacidad económica para así determinar si se 
encuentra habilitado para asumir la obligación refinanciada.

2 Además, antes de decretar la terminación anormal del proceso por falta de reestructuración del 
crédito, se deberá considerar la relación entre el valor comercial del inmueble y  el monto adeudado 
por el crédito, pues carecería de sentido reestructurar un crédito superior al valor comercial de! 
inmueble.

El avalúo catastral del inmueble asciende a la suma de $20.100.392,11 y la última liquidación del 
crédito aprobada por el Despacho el día 15 de noviembre de 2.017 asciende a la suma de 
$33.956.932.00 la cual actualizada a la fecha supera la suma de $40.000.000.00.
A estas cifras se debe tener en cuenta que por concepto de Impuesto Predial (vigencias 2014, 2015, 
2016, 2017 y 2018) se adeuda la suma de $1.618.342. oo y por concepto de Contribución de 
Valorización se adeuda la suma de $1.003.905. oo

Lo anterior, en aras de no violentar el principio de economía procesal, al terminar un proceso por 
uncí reestructuración que no podrá ser realizada por falta de capacidad de pago viéndose afectados 
los derechos del acreedor y  los intereses del deudor toda vez que se iniciaría inmediatamente un 
nuevo proceso ejecutivo.

CONSIDERACIONES

Como primera medida es de indicar que la ley 546 de 1999 estableció un mecanismo de terminación 
de procesos en procura de garantizar a los deudores de UPAC la posibilidad de gozar del derecho a 
una vivienda digna, amenazado por la existencia de procesos de cobro nacidos bajo un sistema de
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financiación inconstitucional, en los cuales, por el ejercicio de la cláusula aceleratoria en ellos 
pactada, se hacía muy difícil a los deudores normalizar su situación crediticia, adoptándose de esta 
forma una nueva figura económica denominada ‘"Unidad de Valor Real" (UVR).

Frente al caso es de resaltar que la referida ley, ha sido objeto de estudio en diferentes 
pronunciamientos emitidos por la H. Corte Suprema de Justicia, en lo que a reliquidación y 
restructuración del crédito se refiere por créditos de vivienda adquiridos con anterioridad a su entrada 
en vigencia, para lo cual se hace necesario traer como referente lo establecido en sentencia STC5957- 
2017 del 3 de mayo de 2017:

"El escenario planteado evidencia el menoscabo de la prerrogativa señalada y  el desconocimiento 
de la jurisprudencia de esta Sala, por cuanto correspondía decidir de fondo los reparos elevados por 
los solicitantes en cuanto a la reestructuración de la obligación. Por tanto, ha debido, 
particularmente, el ad quem. en aras de corregir la desatención del a quo, revisar si el ejecutante 
adosó junto con el título base de recaudo, los soportes pertinentes para acreditar la reestructuración 
del crédito, pues, como lo ha dicho esta Corte, esos documentos

“(...) conforman un titulo ejecutivo complejo y, por ende, la ausencia de alguno de estos no 
permitía continuar con la ejecución (...) ”.

"Al respecto, la Corte en un asunto de similares contornos consideró que:

“(...) Si bien podría decirse en gracia de discusión que el funcionario judicial no se refirió a 
dicha cuestión, es decir, si la obligación había sido objeto de reestructuración, por estimar 
que el proceso ejecutivo hipotecario se originó en el 2011 y  porque no se demostró la existencia 
de saldos insolutos antes del 31 de diciembre de 1999, tales aspectos no podrían considerarse 
su ficientes para desestimar per sé dicho tópico, sobre todo, por tratarse el asunto de un crédito 
para la adquisición de vivienda, situación que ameritaba interpretarse con mayor énfasis a la 
luz de la Carta Política y  la doctrina constitucional (...)

"(...) No debe dejarse de lado que el artículo 42 de la Ley 546 de 1999, estableció el derecho 
a la reestructuración en favor de los deudores de acreencias hipotecarias para la adquisición 
de vivienda otorgados inicialmente mediante UPAC, el cual obliga convenir el pago acorde 
con la realidad financiera de los afectados ( ...)”.

“Por tal motivo, esa medida no resulta discrecional para el acreedor, mucho menos 
renunciable por la deudora, en razón de su importancia constitucional. De ese modo, el 
propósito de diferir el saldo según las reales posibilidades financieras de la tutelante, vale 
insistir, de acuerdo con sus circunstancias concretas, persigue evitar que las familias sigan 
perdiendo injusta y  masivamente sus hogares, de ahí que la reestructuración para esa clase de 
coercitivos, integre el título complejo y  ausencia impida adelantar el cobro (...)

Es preciso recordarle al follador tutelado que de acuerdo con el criterio reciente de esta Sala, de 
llegarse a establecer la inexistencia de la reestructuración del crédito en litigios como el cuestionado, 
procede la terminación del compulsivo, pues

“(...) la decisión de culminar el coercitivo por falta de reestructuración del crédito solo 
puede evitarse en caso de existir embargo de remanentes (...), por cuanto, al acaecer tal 
circunstancia, implica prima facie que cualquier intento de reestructuración sería fútil, 
pues en ese evento sí resulta evidente la poca solvencia económica de la obligada1 (...)”.

1 C orte C onstitucional, sen ten c ia  T -511 de 2001.
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“(...) No debe dejarse de lado que el articulo 42 de la Ley 546 de 1999. estableció el 
derecho a la reestructuración en favor de los deudores de acreencias hipotecarias para la 
adquisición de vivienda otorgados inicialmente mediante UPAC, el cual obliga convenir el 
pago acorde con la realidad financiera de los afectados (...)”.

Así mismo en sentencia de tutela2 de fecha: 28 de abril de 2017? proferida por la Sala Civil del 
Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, con Ponencia del Magistrado Carlos 
Alberto Romero Sánchez, se dijo lo siguiente:

“(...) En efecto, dicha Corporación ha venido desarrollando una línea jurisprudencial, en virtud de 
la cual, el deudor "[tiene] derecho a la reestructuración de la obligación que adquirió antes de la 
vigencia de la Ley 546 de 1999. con independencia de que existiere un proceso ejecutivo anterior o 
que estuviere al día o en mora en las cuotas del crédito. IPor lo tanto, impera/ revisar si la entidad 
ejecutante había adosado junto con los títulos de recaudo otorgados antes de la vigencia de la Lev 
546 de 199, los documentos que acreditaran la reestructuración de la obligación allí contenida, pues, 
iterase, unos y otro documento conforman un título ejecutivo complejo, y por ende, la ausencia de 
alguno de estos no permitía continuar con la ejecución. "3

De igual manera ha establecido que "existe consenso sobre la necesidad de reestructurar el crédito 
aun cuando el compulsivo se haya iniciado en 2002. es decir, dos años después de entrar en vigor Ia 
Lev 546 de 1999, por cuanto la obligación hipotecaria que lo originó se remonta a 1995 (...) En lo 
atinente a la supuesta “(...) reestructuración (...) ” alegada por el ejecutante y  acogida por el 
Tribunal, la cual se consolidó aparentemente con un nuevo pagaré pactado en UVR, no debe dejarse 
de lado que este, se itera, derivó del crédito contraído por la deudora en UPAC en junio de 1995, 
por esa razón aquél título valor correspondía realmente a una reliquidación y  redenominación de 
los saldos al 31 de diciembre de 1999, más no a una “(...) reestructuración ( .. .) ,w

Y en punto de las excepciones a la aplicación del tal precedente, que pudieran derivarse de la 
aplicación de la sentencia SU-787 DE 2012, ha dejado sentado que “en caso de determinarse la 
existencia de la reestructuración de crédito en litigios como el cuestionado, procede la terminación 
del compulsivo, pues “(...) la decisión de culminar el coercitivo por falta de reestructuración del 
crédito solo puede evitarse en caso de existir embargo de remanentes (...), por cuanto, al acaecer 
tal circunstancia, implica prima facie que cualquier intento de reestructuración seria fútil, pues en 
ese evento sí resulta evidente la poca solvencia económica de la obligada5 (...) ”6

Así mismo, justamente refiriéndose al tema del avalúo inferior al monto de la liquidación del crédito 
y  de la capacidad de pago del deudor, ha indicado que “no corresponde al juzgado natural establecer 
si el deudor se encuentra en capacidad de someterse a una reestructuración del crédito, como quiera 
que tal actividad es del resorte del acreedor. Precisamente esta Sala, en reciente pronunciamiento, 
indicó que: debió la Corporación tutelada, antes de esgrimir un juicio de valor respecto de la 
capacidad de pago (...), simplemente concretar la existencia o no de tal beneficio, y  la falta del 
mismo, dar por terminado el coercitivo, teniendo en cuenta que los pormenores acerca de la 
realización del acuerdo de reestructuración, corresponde e fectuarlos directamente al demandante y  
al deudor, o en su defecto, por aquél, siendo estos y  no el juez, quienes deben evaluar los criterios de 
viabilidad de la deuda y  la situación económica actual de la deudora (...). En todo caso, el citado 
Tribunal no podía arrogarse las facultades del acreedor para disponer del crédito, como 
efectivamente ocurrió, tras concluir sin mayores consideraciones probatorias que (...) la tutelante

2 Sentencia aprobada mediante acta No. 036. Acción de tutela radicada al No. 76001-22-03-000-2017-00195-00.
3 Acción de tutela conocida en primera instancia por la Sala Civil de la Corporación. Radicado: 11001-22-03-000-2015-00601-00. Fallo de 7 de 
abril de 2015.
4 Corte Suprema de Justicia - Sala Civil. Sentencia de 14 de julio de 2016. STC9529-2016. Radicación No. 11001-02-03-000-2016-01896-00.
6 Corte Constitucional, Sentencia T-511 de 2001.
6 Corte Suprema de Justicia. Sala Civil. Providencia de 9 de noviembre de 2016. STC16186-2016.
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no tenía capacidad de pago (...) y  por tal razón negar la terminación del compidsivo (...) CSJ 
STC5141-2016. 22 abr. 2016 00926 00 ”7

De los anteriores apartes, aflora evidente que —acorde con la jurisprudencia actualmente 
imperante- se torna imperativo para el juez de Ia causa adentrarse en el análisis de los requisitos 
deI títulos y proceder con la terminación deI proceso en caso de no haberse llevado a cabo su 
reestructuración, regla que solo encuentra excepción ante la existencia de embargos de 
remanentes, conforme a la jurisprudencia nacional, pues no corresponde al operador judicial 
determinar la capacidad de pago de! deudor. ” (Subraya y  cursiva y  negrita fuera del texto)

En tal sentido, con base en los anteriores precedentes jurisprudenciales, es claro para este despacho 
que ante la ausencia de la reestaicturación procede decretar la terminación anormal del proceso, 
siempre y cuando confluyan los siguientes aspectos a saber: i) One se determine la existencia o no 
del beneficio de la reestructuración: ii) Determinar previo el análisis de los requisitos del título 
presentado como base de recaudo ejecutivo, si el crédito fue reestructurado o no: y  iii) Verificar si 
dentro del proceso existe embargo de remanentes que haga fu  til el pronunciamiento al respecto.

Del caso en concreto.-

Entrando en el estudio que nos ocupa, es preciso determinar si en el presente proceso debía acreditarse 
la reestructuración de la obligación como requisito de exigibilidad de la misma, y si no fue así, 
garantizar la protección del derecho fundamental de los demandados a acceder a una vivienda digna 
con la consecuente declaratoria de terminación del proceso.

Al respecto es preciso manifestar en primer lugar, que de la revisión del plenario se observa que con 
la demanda se acompaña el pagaré No. 3000-00097901 otorgado el 9 de enero de 1.998 por 
1.399.0392 UPAC., equivalentes para la época a $ 16.254.472,oo pesos, amparado en una garantía 
hipotecaria constituida a través de escritura pública No. 6416 del 9 de diciembre de 1.997, otorgada 
en la Notaría 9o de esta ciudad.

Ahora bien, previa revisión del proceso, encontramos que la Escritura de Hipoteca antes referenciada 
permite concluir que el crédito correspondiente a $16.254.472,oo pesos fue otorgado en UPAC, por 
lo que ha debido acompañarse a la demanda la restructuración de la obligación como requisito de 
procedibilidad.

Al respecto la H. Corte Suprema de Justicia en recientes pronunciamientos ha considerado que la 
reestructuración de la obligación debe acompañarse como requisito de procedibilidad cuando el 
crédito ha sido otorgado inicialmente en UPAC. en tal sentido este Despacho recoge la posición que 
viene planteando a lo largo de este proceso y acoge el precedente sentado tanto por la Corte Suprema 
de Justicia como por la Corte Constitucional, conforme al cual este proceso debe terminarse.

Y es que nuestro máximo Tribunal de Justicia en sede de tutela ha sostenido:

“Precisamente. en lo pertinente, a partir del capitulo VIH de la aludida ley, se dispone la creación 
de un régimen de transición, en el que expresamente se señala que: “[los] establecimientos de crédito 
deberán ajustar los documentos contentivos de las condiciones de los créditos de vivienda individual 
a largo plazo, desembolsados con anterioridad a la fecha de vigencia de la presente ley y  a las 
disposiciones previstas en la misma (...) ”s. Esto significa que más allá de la fecha de iniciación del 
proceso ejecutivo, el hecho determinante para hacer exisible la reestructuración, es que el crédito 
hava sido desembolsado con anterioridad a las fechas mencionadas en la propia Lev 546 de 1999.

La reestructuración implica tanto la conversión del crédito del sistema UPAC al UVR, como el 
reconocimiento de los abonos previstos en el artículo 41 de la ley en mención, conforme al cual:

7 Corle Suprema de Justicia. Sala Civil. Sentencia de 24 de agosto de 2016. STC I1748-2016.
8 A rtícu lo  39 de la Ley 546 de 1999.
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"Los abonos a que se refiere el artículo anterior se harán sobre los saldos vigentes a 31 de diciembre 
de 1999, de los préstamos otorgados por los establecimientos de crédito para la financiación de 
vivienda individual a largo plazo (...) Desde esta perspectiva, el reconocimiento del derecho a la 
reestructuración no depende de la existencia de un proceso ejecutivo o de si la obligación estaba al 
día o en mora, sino del momento en el que se otorgó el crédito (subraya la Sala. C.C. ST-881 de 
2013).

5. - Teniendo en cuenta lo anterior, no cabe duda de que en el asunto motivo de controversia el deudor 
tenía derecho a la reestructuración de la obligación que adquirió antes de la vigencia de la Ley 546 
de 1999, con independencia de que existiere un proceso ejecutivo anterior o que estuviera al día o 
en mora en las cuotas del crédito. ” 9 
Sostuvo en otra oportunidad:

"(...) la reestructuración (...) ” no era un paso discrecional para los acreedores ni mucho menos 
renunciable por los deudores, en vista de su trascendencia iusfundamental, erigiéndose en un 
requisito basilar de exigibilidad de la obligación. Yendo al caso, existe consenso sobre esa necesidad 
de reestructurar el crédito aun cuando el compulsivo se haya iniciado en 2002. es decir, dos años 
después de entrar en vigor la Ley 546 de 1999, por cuanto la obligación hipotecaria que lo originó 
se remonta a 1995, según lo reconoció el propio Banco Davivienda S.A. al descorrer el traslado de 
las excepciones de la demandada. En efecto, en ese momento afirmó que el nuevo título era producto 
simplemente de la reliquidación y  redenominación de UPAC a UVR, es decir, de la aplicación del 
artículo 38 y  39 de la Ley 546 de 1999. (...)

En consecuencia, el incumplimiento de esa carga se constituye en un obstáculo insalvable para el 
inicio y  el impulso de los procesos hipotecarios estrictamente relacionados con créditos de vivienda, 
por formar parte de un título ejecutivo complejo cuya acreditación se hace imprescindible para 
obtener la orden de apremio en caso de mora de los deudores o si, llevado a cabo ese trabajo, es 
mani fiesta la imposibilidad de satis facción de éstos con sus actuales ingresos.

En lo atinente a la supuesta “(...) reestructuración ( ...)” alegada por el ejecutante y  acogida por 
el Tribunal, la cual se consolidó aparentemente con un nuevo pagaré pactado en UVR, no debe 
dejarse de lado que éste, se itera, derivó de! crédito contraído por la deudora en UPAC en jun io  de 
1995, por esa razón, aquél título valor correspondía realmente a una reliquidación y  
redenominación de los saldos a 31 de diciembre de 1999, más no a una “(...) reestructuración 
(...) ”.10 Negrilla del Despacho.

Volviendo al caso que ocupa la atención del Despacho, es claro que si bien existe la reliquidación 
del crédito, no se realizó por parte de la entidad demandante la reestructuración de la obligación, 
requisito sine qaa non para que sea viable el cobro ejecutivo, razón suficiente para que el proceso no 
pudiera adelantarse.

Frente a lo anterior es de advertir inicialmente que conforme a lo decantado jurispudencialmente por 
las Altas Cortes respecto al tema que ahora ocupa nuestra atención, es claro que la postura asumida 
en los últimos fallos, nos indica que de llegarse a establecer la inexistencia de la reestructuración del 
crédito en litigios como el cuestionado, procedería la terminación del compulsivo, tal como se señaló 
en sentencia STC5957-2017 del 3 de mayo de 2017, que al respecto expresa:

“El escenario planteado evidencia el menoscabo de la prerrogativa señalada y  el desconocimiento 
de la jurisprudencia de esta Sala, por cuanto correspondía decidir de fondo los reparos elevados por 
los solicitantes en cuanto a la reestructuración de la obligación. Por tanto, ha debido, 
particularmente, el ad quem, en aras de corregir la desatención del a quo, revisar si el ejecutante 
adosó junto con el título base de recaudo, los soportes pertinentes para acreditar la reestructuración 
del crédito, pues, como lo ha dicho esta Corte, esos documentos
“(...) conforman un título ejecutivo complejo y, por ende, la ausencia de alguno de estos no permitía 
continuar con la ejecución (...) ”,
“Al respecto, la Corte en un asunto de similares contornos consideró que:

9 Sentencia  de tu te la  de 7 de abril de 2015. Mag. Pon. Dr Jesús  Valí de R utén Ruiz.
10 S entencia  de Tute la  de 14 de Ju lio  de 2016. Mag. Pon. Dr. LUIS A rm ando To losa  V illabona.



“(...) Si bien podría decirse en gracia de discusión que el funcionario judicial no se refirió a dicha 
cuestión, es decir, si la obligación había sido objeto de reestructuración, por estimar que el proceso 
ejecutivo hipotecario se originó en el 2011 y  porque no se demostró la existencia de saldos insolutos 
antes del 31 de diciembre de 1999, tales aspectos no podrían considerarse suficientes para 
desestimar per sé dicho tópico, sobre todo, por tratarse el asunto de un crédito para la adquisición 
de vivienda, situación que ameritaba interpretarse con mayor énfasis a la luz de la Carta Política y  
la doctrina constitucional (...) ”.
“( • • •) No debe dejarse de lado que el artículo 42 de la Ley 546 de 1999, estableció el derecho a la 
reestructuración en favor de los deudores de acreencias hipotecarias para la adquisición de vivienda 
otorgados inicialmente mediante UPAC, el cual obliga convenir el pago acorde con la realidad 
financiera de los afectados (...)”.

“Por tal motivo, esa medida no residía discrecional para el acreedor, mucho menos renunciable por 
la deudora, en razón de su importancia constitucional. De ese modo, el propósito de di ferir el saldo 
según las reales posibilidades financieras de la tutelante, vale insistir, de acuerdo con sus 
circunstancias concretas, persigue evitar que las familias sigan perdiendo injusta y  masivamente sus 
hogares, de ahí que la reestructuración para esa clase de coercitivos, integre el título complejo y  
ausencia impida adelantar el cobro (...)
“(...) la decisión de culminar el coercitivo por falta de reestructuración del crédito solo puede 
evitarse en caso de existir embargo de remanentes (...), por cuanto, al acaecer tal circunstancia, 
implica prima facie que cualquier intento de reestructuración sería fútil, pues en ese evento sí residía 
evidente la poca solvencia económica de la obligada1' (...)”.
“(•••) No debe dejarse de lado que el artículo 42 de la Ley 546 de ¡999. estableció el derecho a la 
reestructuración en favor de los deudores de acreencias hipotecarias para la adquisición de vivienda 
otorgados inicialmente mediante UPAC, el cual obliga convenir el pago acorde con la realidad 
financiera de los afectados (...)”.

Así las cosas, con base en los precedentes jurispmdenciales, es claro para este despacho que ante la 
ausencia de reestructuración del crédito y sin que exista embargo de remanentes, o el Juzgado avizore 
la existencia de otro proceso ejecutivo adelantado en contra de los aquí demandados que indique la 
falta de capacidad financiera para asumir la obligación, resulta procedente decretar la terminación 
anormal del proceso, garantizando el respeto por el derecho a la vivienda digna que le asiste a la parte 
demandada a quien se le adelantó la ejecución de su crédito de vivienda sin el cumplimiento del 
requisito de reestructuración de la obligación.

De otro lado y con respecto al recurso de reposición y en subsidio de apelación interpuesto contra el 
proveído del 24 de agosto de 2018, por sustracción de materia, no se resolverá sobre el mismo toda 
vez que en el presente proveído se decretará la terminación anormal del proceso.

Así las cosas, y en mérito de lo expuesto el Juzgado Noveno Civil Municipal de Ejecución de 
Sentencias de Cali,

RESUELVE:

Primero.- DECLARAR la terminación anormal del presente proceso por falta de reestructuración, 
por las razones expuestas en la parte motiva de este proveído.

Segundo.- DECRETAR el levantamiento de las medidas cautelares aquí ordenadas y practicadas. 
Líbrese los oficios pertinentes.

Tercero.- SI EXISTIERE EMBARGO DE REMANENTES allegado antes de la ejecutoria de 
esta providencia, el mismo será tenido en cuenta antes de librar los oficios correspondientes, y deberá 
regresar el proceso al Despacho.

Cuarto.- ORDENASE el desglose de los documentos base de recaudo, a costa de la parte 
DEMANDANTE.

11 Corte Constitucional, sentencia T-511 de 2001.
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Quinto.- SIN LUGAR a pronunciarse sobre el recurso de reposición y en subsidio de apelación 
interpuesto contra el proveído del 24 de agosto de 2018. por las razones expuestas en la parte motiva 
de esta providencia.

Sexto.- CUMPLIDO lo anterior, previa cáijicelacíípn de ia'/adicación. archivar lo actuado

/  n(o t / f; qj

ANGELA MARIA ESTUPIÑAN ARAUJO 
JUEZ

JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL 
DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI 

SECRETARIA
1 3 DIC 2018EN ESTADO  No DE HOY

N O TIF ICO  A LAS PAR TES EL C O N T E N ID O  DEL A UTO  
QUE A NTE C ED E. ¿6*

á s t e r
CP

-IUDIOIAL.GQV.CO
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AUTO SUSTANCIACIÓN No. 5431
EJECUTIVO SINGULAR
Rad, 018-2018-00135

JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL
DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI

Santiago de Cali, once (11) de diciembre de Dos mil dieciocho (2018)

De conformidad con los Acuerdos No. PSAA15-10402 (Octubre 29 de 2015) y No. PSAA15-10412 
(Noviembre 26 de 2015) "Por el cual se modifica y ajusta el Acuerdo PSAA15-10402 de 2015" y a su 
vez se crean con “carácter permanente unos despachos judiciales y cargos en todo el territorio 
nacional", ambos proferidos por el Consejo Superior de la Judicatura.-Sala Administrativa, el 
Despacho procederá a avocar el conocimiento del proceso.

Por los motivos expuestos anteriormente, el Juzgado,

1. AVOQUESE el conocimiento de la presente demanda ejecutiva.

2. REQUIÉRASE a las partes para que se sirvan allegar la liquidación del crédito del articulo 446 del 
C. G. Del Proceso.

3. En vista a la comunicación allegada por el Juzgado de Origen, en donde informa la inexistencia 
de títulos judiciales, se PONDRÁ en conocimiento de la parte interesada para los fines pertinentes.

RESUELVE:

INAN ARAUJO
JUEZ

LAG

JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL 
DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI 

SECRETARIA

EN ESTADO No.________DE HOY____

NOTIFICO A LAS PARTES EL CONTENIDO DEL AUTO QUE ANTECEDE.
EN ESTADO No.



AUTO D E SUSTANCIACIÓN No. 5438
EJECUTIVO SINGULAR
Rad. 005-2004-00984

JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL
DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI

Santiago de Cali, once (11) de diciembre de Dos mil dieciocho (2018)

De conformidad con lo manifestado en el escrito que antecede.

Por ser procedente, el Juzgado,

RESUELVE:

Primero.- OFICIAR a la entidad bancaria BANCO DE BOGOTA, informándole que en lo sucesivo 
dichos dineros deben ser consignados a la cuenta No. 760012041619 del Banco Agrario de Colombia 
y que corresponde a este despacho judicial.

Esto, de conformidad con los Acuerdos No. PSAA15-10402 (Octubre 29 de 2015) y No. PSAA15- 
10412 (Noviembre 26 de 2015) “Por el cual se modifica y ajusta el Acuerdo PSAA15-10402 de 2015” 
y a su vez se crean con “carácter permanente unos despachos judiciales y cargos en todo el territorio 
nacional”, ambos proferidos por el Consejo Superior de la Judicatura.-Sala Administrativa.

Segundo.- OFICIESE al Juzgado 5o CIVIL MUNICIPAL DE CALI para que se sirva hacer la 
correspondiente conversión de TODOS los títulos judiciales que se encuentran constituidos por razón 
del presente proceso a la cuenta No. 760012041619 del Banco Agrario de Colombia y que 
corresponde a esta Judicatura, a fin de proceder a su correspondiente pago.

Cumplido lo anterior, el Juzgado Civil Municipal de Origen deberá remitir a este Despacho, la 
comunicación de orden de conversión para que repose en el expediente,

Tercero.- Igualmente deberá el Juzgado Civil Municipal de Origen, comunicar a este Despacho 
cualquier inconsistencia que impida la conversión de los dineros. Por secretaría, líbrese el oficio 
correspondiente.

Cuarto.- Pese cuenta al Despacho una vez se realice la correspondiente conversión de los



Visto la anterior acta de diligencia de secuestro, en el cual se puede constatar que el mismo fue debidamente 
diligenciado.

Por lo tanto, el Juzgado,
RESUELVE:

AGREGAR el acta de la 
los fines pertinentes.

AUTO SUSTANCIACIÓN No. 5437
EJECUTIVO SINGULAR
Rad. 022-2017-00863

JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE
EJECUCIÓN DE SE NTENCIAS DE CALI

Santiago de Cali, once (11) de diciembre de Dos mil dieciocho (2018)

LAG
JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL 

DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI 
« 2 ^ 1  SECRETARIA

EN ESTADO N o____  DE HOY___

a „t13 DIC'2018
NOTIFICO A LAS PARTES EL CONTENIDO DEL AUTO QUE ANTECEDE

diligencia de secuestro, PONER EN CONOCIMIENTO de la parte interesada, para

ARAUJO



En atención a la solicitud elevada por la parte actora y por ser procedente, el Juzgado,

RESUELVE:

DECRETAR embargo y posterior secuestro sobre el bien inmueble distinguido con Matrícula 
Inmobiliaria No. 370-345797 y 370-345886 de la Oficina de Instrumentos Públicos de CALI, el cual es 
de propiedad de la parte demandada JORGE ANDRES PUERRES GUTIERREZ ¡dentificado(a) con 
Cédula de ciudadanía Número 16751347.

Líbrese Oficio de rigor.

AUTO INTERLOCUTORIO No. 2619
EJECUTIVO SINGULAR
Rad. 020-2016-00137

JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL
DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI

Santiago de Cali, once (11) de diciembre de Dos mil dieciocho (2018)

LAG
JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL 

DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI 
SECRETARIA

EN ESTADO No.

| bLL>KL IAKIA
-¿A  1 3 QIC 2019

DE HOY, 1

NOTIFICO A LAS PARTES EL CONTENIDO DEL AUTO QUE 
ANTECEDE.

ARAUJO



De los avalúos allegados CÓRRASE TRASLADO de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 444 
del C. G. del P., por el término de tres (3) días para que la parte demandada se pronuncie al respecto.

AUTO SUSTANCIACIÓN No. 5436
EJECUTIVO SINGULAR
Rad. 025-2013-00956

JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL
DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI

Santiago de Cali, once (11) de diciembre de Dos mil dieciocho (2018)

LAG
JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL 

DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI

EN ESTADO No.

I  SE(, DE HOY.
™ ‘T  3 QIC 2010

NOTIFICO A U\S PARTES EL CONTENIDO DEL AUTO QUE ANTECEDE



De conformidad a lo allegado el Juzgado,

RESUELVE:

AGREGAR a los autos el memorial allegado por la parte demandante, para que obre y conste dentro 
del presente proceso para los fines pertinentes.

AUTO SUSTANCIACIÓN No 5434
EJECUTIVO SINGULAR
Rad. 029-2009-01537

JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL
DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI

Santiago de Cali, once (11) de diciembre de Dos mil dieciocho (2018)

LAG
JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE 

EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI 
SECRETARIA

En Estado No. de hoy_______ se notifica a las partes
el auto anterior.

Fech a:

1 3 DIC 2018
La S ecre taria

______^ o i r i r i o a X e s /
W *  tíWO 00



Revisado el proceso, encuentra el Despacho que el memorial que antecede presentado por apoderado 
judicial CARLOS DANIEL CARDENAS AVILES en donde sustituye el poder conferido anteriormente, a la 
Dra. CAROLINA ABELLO OTALORA de conformidad con el artículo 75 inciso 6o del C. G. Del P. el Juzgado,

RESUELVE:

TÉNGASE a la Doctora CAROLINA ABELLO OTALORA identificado(a) con Cédula de ciudadanía Número 
22461911 con tarjeta profesional N° 129978 del C.S.J. para que actúe en representación judicial de la parte 
Demandante, en los términos del poder inicialmente conferidos.

AUTO SUSTANCIACIÓN No. 5433
EJECUTIVO SINGULAR
Rad. 034-2007-00423

JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL
DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI

Santiago de Cali, once (11) de diciembre de Dos mil dieciocho (2018)



AUTO SUSTANCIACION No. 5439
EJECUTIVO SINGULAR
Rad. 033-2014-00837

Revisado el anterior escrito allegado por la apoderada judicial de la parte demandante donde allega 
liquidación de crédito actualizada, el Juzgado observa que dentro del presente asunto ya se encuentra 
aprobada la liquidación del crédito en un lapso prudencial (ft. 96), conforme a lo ordenado en el auto 
que ordena seguir adelante la ejecución, es por ello que, respecto de la liquidación adicional o 
actualizada debe tenerse en cuenta los casos reglados en que ella procede:

1.- Cuando en virtud del remate de bienes se haga necesaria la entrega de su producto al 
acreedor (artículo 455 numeral 7 del C. G. Del P.).

2.- Cuando el Ejecutado pretenda la terminación del proceso, presentado título de 
consignación de los valores de la liquidación del crédito y costas a ordenas del Juzgado 
(artículo 461 del C. G. Del P.).

3.- Cuando el Ejecutante pretenda la entrega de dinero o títulos judiciales consignados a 
órdenes del Juzgado (artículo 447 del C. G. Del P.).

Así las cosas y como quiera que la liquidación actualizada del crédito aportada no obedece a ninguno 
de los supuestos planteados en la ley y la jurisprudencia, el Juzgado,

RESUELVE:

PRIMERO: DEJAR SIN EFECTOS, la fijación en lista y traslado N° 184 de 5 de diciembre de 2018 
visible a folio 99 del presente cuaderno, por las consideraciones expuestas en la parte motiva de esta 
providencia.

SEGUNDO: NO TENER EN CUENTA la liquidación actualizada del crédito aportada, por lo expuesto

JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE
EJECUCIÓN DE SE NTENCIAS DE CALI

Santiago de Cali, once (11) de diciembre de Dos mil dieciocho (2018)

JUZGADO NOVENO EJECUCION CIVIL MUNICIPAL 
SECRETARIA

10 3  _
EN ESTADO No. DE HOY NOTlPTCO A
PARTES EL CONTENIDO DEL AUTO QUE ANTECEDE

------------------------ 3 g b s r c ‘ ° "



AUTO DE SUSTANCIACION No. 5414
EJECUTIVO SINGULAR
Rad. 014-2016-00242

JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL DE
EJECUCIÓN DE SE NTENCIAS DE CALI

Santiago de Cali, once (11) de diciembre de Dos mil dieciocho (2018)

De conformidad al oficio allegado por el Juzgado Cuarto Civil Municipal de Ejecución de Sentencias de Cali, el 
Juzgado,

POR SECRETARIA, ENVÍESE con destino al Juzgado Cuarto Civil Municipal de Ejecución de Sentencias de 
Cali, copia del oficio circular dirigido a las entidades bancarias N° 09-2460 del 31 de agosto de 2018, visible a 
folio 406, por medio del cual se le comunica que por existir solicitud de remanentes la medida de embargo y 
retención de los dineros de la parte demandada se deja a disposición del Juzgado Cuarto Civil Municipal de 
Ejecución de Sentencias de Cali.

RESUELVE:

Líbrese télex.

ANGEL ÁN ARAUJO
JUEZ

LAG

JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL 
DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI

EN ESTADO

NOTIFICO A LAS PARTES EL CONTENIDO DEL AUTO QUE ANTECEDE



JUZGADO NOVENO EJECUCION CIVIL M UNICIPAL DE CALI
Santiago de Cali, 11 de diciembre de 2018

AUTO INTERLOCUTORIO No. 2616 
RADICACIÓN: 01-2007-00680-00 
EJECUTIVO HIPOTECARIO

Procede el Despacho a resolver sobre la solicitud de prescripción extintiva y la terminación 
anormal del proceso elevada por la apoderada de la parte demandada, argumentando para 
ello que la obligación que se ejecuta en este proceso carece de requisitos para su 
ejecutabilidad, tales como la reestructuración del crédito hipotecario por haberse pactado en 
el extinto sistema UPAC.

CONSIDERACIONES

Primeramente es de señalar que la ley 546 de 1999 estableció un mecanismo de terminación 
de procesos en procura de garantizar a los deudores de UPAC la posibilidad de gozar del 
derecho a una vivienda digna, amenazado por la existencia de procesos de cobro nacidos bajo 
un sistema de financiación inconstitucional, en los cuales, por el ejercicio de la cláusula 
aceleratoria en ellos pactada, se hacía muy difícil a los deudores normalizar su situación 
crediticia, adoptándose de esta forma una nueva figura económica denominada “Unidad de 
Valor Real” (UVR).

Ahora bien, frente al caso es de resaltar que la referida ley, ha sido objeto de estudio en 
diferentes pronunciamientos emitidos por la H. Corte Suprema de Justicia, en lo que a 
reliquidación y restructuración del crédito se refiere por créditos de vivienda adquiridos con 
anterioridad a su entrada en vigencia, para lo cual se hace necesario traer como referente lo 
establecido en sentencia STC5957-2017 del 3 de mayo de 2017:

“E l escenario planteado evidencia el menoscabo de la prerrogativa señalada y  el 
desconocimiento de la jurisprudencia de esta Sala, por cuanto correspondía decidir de fo n d o  
los reparos elevados por los solicitantes en cuanto a Ia reestructuración de la obligación. 
Por tanto , ha debido , particularmente, el a d  quem, en aras de corregir la desatención del a  
quo, revisar si e l ejecutante adosó ju n to  con el título base de recaudo, los soportes 
pertinentes para  acreditar la reestructuración del crédito , pues, como lo ha dicho esta Corte, 
esos documentos

“(...) conforman un título ejecutivo complejo y, por ende, ¡a ausencia de alguno de 
estos no perm itía continuar con la ejecución (...)

“A l respecto, la Corte en un asunto de similares contornos consideró que:

“(...) Si bien podría decirse en gracia de discusión que el funcionario  jud ic ia l no se 
refirió a dicha cuestión, es decir, si la obligación había sido objeto de reestructuración, 
por estimar que el proceso ejecutivo hipotecario se originó en el 2011 y  porque no se 
demostró la existencia de saldos insolutos antes del 31 de diciembre de 1999, tales 
aspectos no podrían considerarse suficientes para desestimar per  sé dicho tópico, 
sobre todo , por tratarse el asunto de un crédito para ¡a adquisición de vivienda, 
situación que ameritaba interpretarse con mayor énfasis a la luz de la Carta Política 
y  la doctrina constitucional (...) ”,



“(•••) No debe dejarse de lado que el artículo 42 de la Ley 546 de 1999, estableció el 
derecho a la reestructuración en fa v o r  de los deudores de acreencias hipotecarias para  
la adquisición de vivienda otorgados inicialmente mediante UPAC, el cual obliga 
convenir el pago acorde con la realidad financiera de los afectados

LÍPor tal motivo, esa medida no resulta discrecional para el acreedor, mucho menos 
renunciable por la deudora, en razón de su importancia constitucional. De ese modo, 
el propósito de diferir el saldo según las reales posibilidades financieras de la 
tutelante, vale insistir, de acuerdo con sus circunstancias concretas, persigue evitar 
que las fam ilias sigan perdiendo injusta y  masivamente sus hogares, de ahí que la 
reestructuración para esa d a se  de coercitivos, integre el título complejo y  ausencia 
impida adelantar el cobro (...)

Es preciso recordarle a l fa llador tutelado que de acuerdo con el criterio reciente de esta 
Sala, de llegarse a establecer la inexistencia de la reestructuración del crédito en litigios 
como el cuestionado, procede la terminación del compulsivo, pues

“(...) la decisión de culminar el coercitivo por falta de reestructuración del crédito 
solo puede evitarse en caso de existir embargo de remanentes (...), por cuanto, a l 
acaecer tal circunstancia, implica prim a fa c ie  que cualquier intento de 
reestructuración sería fútil, pues en ese evento sí resulta evidente la poca solvencia  
económica de la obligada1

“( .. .)  No debe dejarse de lado que el artículo 42 de la Ley 546 de 1999, estableció 
el derecho a la reestructuración en favor de los deudores de acreencias hipotecarias 
para la adquisición de vivienda otorgados inicialmente mediante UPAC, el cual 
obliga convenir el pago acorde con 1a realidad financiera de los afectados

Así mismo en sentencia de tutela2 de fecha: 28 de abril de 2017, proferida por la Sala Civil 
del Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, con Ponencia del Magistrado 
Carlos Alberto Romero Sánchez, se dijo lo siguiente:

“(...) En efecto, dicha Corporación ha venido desarrollando una línea jurisprudencial, en 
virtud de la cual, el deudor "[tiene] derecho a la reestructuración de la obligación que 
adquirió antes de la vigencia de la Ley 546 de 1999, con independencia de que existiere un 
proceso ejecutivo anterior o que estuviere a l día o en mora en tas cuotas del crédito. /Por lo 
tanto. imperal revisar si la entidad ejecutante había adosado junto con los títulos de 
recaudo otorsados antes de la vigencia de la Lev 546 de 199. los documentos que 
acreditaran la reestructuración de la obligación allí contenida, pues, iterase, unos y  otro 
documento conforman un título ejecutivo complejo, v por ende. Ia ausencia de alguno de 
estos no perm itía continuar con la ejecución. ”3

De igual manera ha establecido que “existe consenso sobre la necesidad de reestructurar el 
crédito aun cuando el compulsivo se haya iniciado en 2002. es decir, dos años después de 
entrar en visor Ia Ley 546 de 1999. por cuanto la obligación hipotecaria que lo originó se 
remonta a  1995 (...) En lo atinente a la supuesta “(...) reestructuración (...) ” alegada por  
el ejecutante y  acogida por el Tribunal, la cual se consolidó aparentemente con un nuevo 
pagaré pactado en UVR, no debe dejarse de lado que este, se itera, derivó del crédito 
contraído por la deudora en UPAC en junio de 1995, por esa razón aquél título valor 
correspondía realmente a una reliquidación y  redenominación de los saldos a l 31 de 
diciembre de 1999, más no a una “(...)  reestructuración

1 C orte C onstitucional, sen tencia  T -5 1 1 de 2001.
2 Sentencia aprobada mediante acta No. 036. Acción de tutela radicada al No. 76001 -22-03-000-2017-00195-00.
3 Acción de tutela conocida en primera instancia por la Sala Civil de la Corporación. Radicado: 11001-22-03-000-2015-00601-00. Fallo de 7 de 
abril de 2015.
4 Corte Suprema de Justicia - Sala Civil. Sentencia de 14 de julio de 2016. STC9529-2016. Radicación No. 11001-02-03-000-2016-01896-00.



Y en punto  de las excepciones a la aplicación del tal precedente, que pudieran derivarse de 
la aplicación de la sentencia SU-787 D E 2012, ha dejado sentado que “en caso de 
determinarse la existencia de la reestructuración de crédito en litigios como e l cuestionado, 
procede la terminación del compulsivo, pues “(...) la  decisión de culminar el coercitivo por  
fa lta  de reestructuración del crédito solo puede evitarse en caso (le existir embargo de 
remanentes (...), por cuanto, a l acaecer tal circunstancia, im plicaprim afacie que cualquier 
intento de reestructuración seria fútil, pues en ese evento sí resulta evidente la poca solvencia  
económica de la obligadcf (...) ”6

A sí mismo, justam ente refiriéndose a l tema del avalúo inferior a l monto de la liquidación del 
crédito y  de la capacidad de pago del deudor, ha indicado que "no corresponde a l juzgado  
natural establecer si el deudor se encuentra en capacidad de someterse a una 
reestructuración del crédito, como quiera que tal actividad es de! resorte de! acreedor. 
Precisamente esta Sala, en reciente pronunciamiento, indicó que: debió la Corporacióni 
tutelada, antes de esgrimir un ju ic io  de valor respecto de la capacidad de pago (...), 
simplemente concretar la existencia o no de tal beneficio, y  la fa lta  del mismo, dar por  
terminado el coercitivo, teniendo en cuenta que los pormenores acerca de la realización del 
acuerdo de reestructuración, corresponde efectuarlos directamente a l demandante y  a! 
deudor, o en su defecto, por aquél, siendo estos y  no el juez, quienes deben evaluar los 
criterios de viabilidad de la deuda y  la situación económica actual de la deudora (...). En  
todo caso, el citado Tribunal no podía  arrogarse las facultades del acreedor para disponer 
de! crédito, como efectivamente ocurrió, tras concluir sin mayores consideraciones 
probatorias que (...) Ia tutelante no tenia capacidad de pago (...) y  por tal razón negar la 
terminación del compulsivo (...) C SJST C 5141-2016. 22 abr. 2016 00926 00 ”

De los anteriores apartes, aflora evidente que -acorde con la jurisprudencia actualmente 
imperante- se torna imperativo para el juez de la causa adentrarse en el análisis de los 
requisitos del títulos y proceder con la terminación del proceso en caso de no haberse 
llevado a cabo su reestructuración. regla que solo encuentra excepción ante la existencia 
de embargos de remanentes. conforme a la jurisprudencia nacional, pues no corresponde 
al operador judicial determinar la capacidad de pago de! deudor. " (Subraya y  cursiva y  
negrita fuera de! texto)

En tal sentido, con base en los anteriores precedentes jurisprudenciales, es claro para este 
despacho que ante la ausencia de la reestructuración procede decretar la terminación anormal 
del proceso, siempre y cuando confluyan los siguientes aspectos a saber: i) Oue se determine 
la existencia o no del beneficio de la reestructuración; ii) Determinar previo el análisis de 
los requisitos del título presentado como base de recaudo ejecutivo, si el crédito fue 
reestructurado o no; y  iii) Verificar si dentro del proceso existe embargo de remanentes que 
haga fú til el pronunciamiento a l respecto.

En los marcos de las observaciones y argumentos dilucidados, decide este Despacho acogerse 
a los mismos, modificando asi el criterio que venía aplicando en la materia, esto a fin para 
brindar uniformidad en la interpretación y aplicación judicial del derecho, en desarrollo del 
deber de igualdad de trato debido a las personas, dada la fuerza vinculante de las decisiones 
judiciales superiores.

Del caso en concreto.-

Entrando en el estudio que nos ocupa, es preciso determinar si en el presente proceso debía 
acreditarse la reestructuración de la obligación como requisito de exigibilidad de la misma,

5 Corte Constitucional, Sentencia T -511 de 2001.
6 Corte Suprema de Justicia. Sala Civil. Providencia de 9 de noviembre de 2016. STC16186-2016.
7 Corte Suprema de Justicia. Sala Civil. Sentencia de 24 de agosto de 2016. STC I1748-2016.



y si no fue así, garantizar la protección del derecho fundamental de los demandados a acceder 
a una vivienda digna con la consecuente declaratoria de terminación del proceso.

Al respecto es preciso manifestar en primer lugar, que de la revisión del plenario se observa 
que SAULO EUGENIO BOLAÑOS PANTOJA y JORGE HERNAN BOLAÑOS 
PANTOJA suscribieron a la orden del Banco Avvillas s.a. el pagaré No. 270292 otorgado el 
28 de marzo de 2000 por la cantidad de 220.558.0921 UVR equivalentes a $23.481.842 
pesos, obligación respaldada con una garantía hipotecaria constante en la escritura pública 
No. 905 de fecha 24 de marzo de 1.992, sobre el bien inmueble con matricula inmobiliaria 
No. 370359753.

Frente a lo anterior es de advertir inicialmente que conforme a lo decantado 
jurispudencialmente por las Altas Cortes respecto al tema que ahora ocupa nuestra atención, 
es claro que la postura asumida en los últimos fallos, nos indica que de llegarse a establecer 
la inexistencia de la reestructuración del crédito en litigios como el cuestionado, procedería 
la terminación del compulsivo, tal como se señaló en sentencia STC5957-2017 del 3 de mayo 
de 2017, que al respecto expresa:

“E l escenario planteado evidencia el menoscabo de la prerrogativa señalada y  el 
desconocimiento de la jurisprudencia de esta Sala, por  cuanto correspondía decidir de fo n d o  
Ios reparos elevados por los solicitantes en cuanto a ¡a reestructuración de la obligación. 
Por tanto, ha debido, particularmente, el a d  cjuem, en aras de corregir Ia desatención del a 
quo, revisar si el ejecutante adosó ju n to  con el título base de recaudo, los soportes 
pertinentes para acreditar la reestructuración del crédito, pues, como lo ha dicho esta Corte, 
esos documentos

“(...) conforman un título ejecutivo complejo y, por ende, la ausencia de alguno de estos no 
perm itía continuar con la ejecución (...)

“A l respecto, la Corte en un asunto de similares contornos consideró que:

“(...) Si bien podría decirse en gracia de discusión que el funcionario jud icia l no se refirió 
a dicha cuestión, es decir, si la obligación había sido objeto de reestructuración, por estimar 
que el proceso ejecutivo hipotecario se originó en el 2011 y  porque no se demostró la 
existencia de saldos insolutos antes del 31 de diciembre de 1999, tales aspectos no podrían  
considerarse suficientes para desestimar per  sé dicho tópico, sobre todo, por tratarse el 
asunto de un crédito para la adquisición de vivienda, situación que ameritaba interpretarse 
con mayor énfasis a la luz de la Carta Política y  la doctrina constitucional (...)

“( .. .) No debe dejarse de lado que el artículo 42 de la Ley 546 de 1999, estableció el derecho 
a la reestructuración en fa vo r  de los deudores de acreencias hipotecarias para la adquisición 
de vivienda otorgados inicialmente mediante UPAC, el cual obliga convenir el pago acorde 
con la realidad financiera  de los afectados ( . . .) ” .

“P o r tal motivo, esa medida no resulta discrecional para el acreedor, mucho menos 
renunciable por la deudora, en razón de su importancia constitucional. De ese modo, el 
propósito de diferir el saldo según las reales posibilidades financieras de la tutelante, vale 
insistir, de acuerdo con sus circunstancias concretas, persigue evitar que las fam ilias sigan 
perdiendo injusta y  masivamente sus hogares, de ahí que la reestructuración para esa clase 
de coercitivos, integre el título complejo y  ausencia impida adelantar el cobro (...)

“(...) la decisión de culminar el coercitivo por fa lta  de reestructuración del crédito solo  
puede evitarse en caso de existir embargo de remanentes (...), por cuanto, a l acaecer tal 
circunstancia, implica prim a fa c ie  que cualquier intento de reestructuración sería fútil, pues 
en ese evento sí resulta evidente la poca solvencia económica de la obligada* ( . . .) ” .

8 C orte C onstitucional, sen ten c ia  T -5 11 de 2001.
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(...)  No debe dejarse de lado que el artículo 42 de la Ley 546 de 1999, estableció el derecho
a Ia reestructuración en fa v o r  de los deudores de acreencias hipotecarias para la adquisición  
de vivienda otorgados inicialmente mediante UPAC, el cual obliga convenir e l pago  acorde 
con la realidad financiera  de los afectados

Así las cosas, con base en los precedentes jurisprudenciales, es claro para este despacho que 
ante la ausencia de la reestructuración procede decretar la terminación anormal del proceso, 
siempre y cuando confluyan los siguientes aspectos a saber: i) Oue se determine la existencia  
o no del beneficio de la reestructuración; ii) Realizar el análisis de los requisitos de! titulo 
presentado como base de recaudo ejecutivo a  f in  de determinar si el crédito fue 
reestructurado o no; y  iii) Verificar si dentro del proceso existe embargo de remanentes que 
haga fú t i l  el pronunciamiento a l respecto.

Ahora bien, previa revisión del proceso el Despacho avizora que en este evento no se cumple 
con uno de los aspectos para la procedencia de la terminación por falta de reestructuración 
del crédito, toda vez que el Juzgado 14 Civil Municipal de Cali, mediante oficio 1788 del 15 
de mayo de 2015 (Fl. 228), comunica el embargo de remanentes con ocasión al proceso 
adelantado por BANCOLOM BIA S.A. contra SAULO EUGENIO BOLAÑOS PANTOJA, 
en consecuencia al faltar unos de los aspectos antes enunciados, resultaría inoficioso realizar 
un estudio frente a los demás, en consecuencia esta Judicatura avizorando que no procede la 
terminación anormal del proceso conforme a los argumentos previamente esgrimidos, 
procederá a negar la solicitud impetrada.

En mérito de lo expuesto el Juzgado Noveno Civil Municipal de Ejecución de Sentencias de

NIEGUESE la solicitud para decretar la terminación anormal del proceso por falta de 
reestructuración, en razón a lo e ' ' de esta providencia.

Cali,

RESUELVE

ANGE A ESTUPIÑÁN ARAUJO  
JUEZ

JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL 
DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI

SECRETARIA ,13 DIC 201®EN ESTADO  No. DE HOY

N O TIF IC O  A LAS P AR TES EL C O N TE N ID O  D EL A U TO  
QUE A NTE C ED E.

: AM AJ UDICI AL > GO'v



JUZGADO NOVENO EJECUCION CIVIL MUNICIPAL DE CALI
Santiago de Cali. 11 de diciembre de 2018

AUTO INTERLOCUTORIO No. 2617 
RADICACIÓN: 011-2001-00132-00 
EJECUTIVO SINGULAR

Procede el Despacho a resolver sobre la solicitud de terminación anormal del proceso elevada por el 
apoderado de la parte demandada, argumentando para ello que la obligación que se ejecuta en este 
proceso carece de requisitos para su ejecutabilidad. tales como la reestructuración del crédito 
hipotecario por haberse pactado en el extinto sistema UPAC.

CONSIDERACIONES

Revisado el proceso, el Despacho observa que las condiciones por las cuales se negó mediante 
proveído del 8 de mayo de 2018 la terminación anormal del proceso por falta de reestructuración del 
crédito, han cambiado, toda vez que en dicho auto se indicó que no había lugar a resolver 
favorablemente sobre tal terminación, en virtud a que no se cumplía en este caso con uno de los 
aspectos para su procedencia, como es la existencia de embargo de remanentes decretada por el 
Juzgado Once Civil Municipal de Cali en el proceso que fue acumulado, sin embargo se avizora que 
a través de la providencia emitida por esta Judicatura el 28 de septiembre de 2018 en dicho asunto, 
este se terminó por pago total de la obligación y por consiguiente se levantaron las medidas ordenadas 
en el mismo, así las cosas resulta factible entrar a realizar el análisis de fondo correspondiente, con el 
propósito de establecer si se efectuó por la parte actora la reestaicturación del crédito, de conformidad 
a lo estipulado en la ley 546 de 1.999.

Ahora bien, es de señalar que la ley 546 de 1999 estableció un mecanismo de terminación de procesos 
en procura de garantizar a los deudores de UPAC la posibilidad de gozar del derecho a una vivienda 
digna, amenazado por la existencia de procesos de cobro nacidos bajo un sistema de financiación 
inconstitucional, en los cuales, por el ejercicio de la cláusula aceleratoria en ellos pactada, se hacía 
muy difícil a los deudores normalizar su situación crediticia, adoptándose de esta forma una nueva 
figura económica denominada "Unidad de Valor Real" (UVR).

Frente al caso es de resaltar que la referida ley, ha sido objeto de estudio en diferentes 
pronunciamientos emitidos por la H. Corte Suprema de Justicia, en lo que a reliquidación y 
restructuración del crédito se refiere por créditos de vivienda adquiridos con anterioridad a su entrada 
en vigencia, para lo cual se hace necesario traer como referente lo establecido en sentencia STC5957- 
2017 del 3 de mayo de 2017:

“El escenario planteado evidencia el menoscabo de la prerrogativa señalada y  el desconocimiento 
de la jurisprudencia de esta Sala, por cuanto correspondía decidir de fondo los reparos elevados por 
los solicitantes en cuanto a la reestructuración de la obligación. Por tanto, ha debido, 
particularmente, el ad quem, en aras de corregir la desatención del a quo, revisar si el ejecutante 
adosó junto con el título base de recaudo, los soportes pertinentes para acreditar la reestructuración 
del crédito, pues, como lo ha dicho esta Corte, esos documentos

“(...) conforman un título ejecutivo complejo y. por ende, la ausencia de alguno de estos no 
permitía continuar con la ejecución



"Al respecto, la Corte en un asunto de similares contornos consideró que:

“(...) Si bien podría decirse en gracia de discusión que el funcionario judicial no se refirió a 
dicha cuestión, es decir, si la obligación había sido objeto de reestructuración, por estimar 
que el proceso ejecutivo hipotecario se originó en el 2011 y  porque no se demostró la existencia 
de saldos insolutos antes del 31 de diciembre de 1999, tales aspectos no podrían considerarse 
suficientes para desestimar per sé dicho tópico, sobre todo, por tratarse el asunto de un crédito 
para la adquisición de vivienda, situación que ameritaba interpretarse con mayor énfasis a la 
luz de la Carta Política y  la doctrina constitucional (...) ”,

"( . ) No debe dejarse de lado que el artículo 42 de la Ley 546 de 1999, estableció el derecho 
a la reestructuración en favor de los deudores de acreencias hipotecarias para la adquisición 
de vivienda otorgados inicialmente mediante UPAC, el cual obliga convenir el pago acorde 
con la realidad financiera de los afectados (...)”.

'"Por tal motivo, esa medida no residía discrecional para el acreedor, mucho menos 
renunciable por la deudora, en razón de su importancia constitucional. De ese modo, el 
propósito de diferir el saldo según las reales posibilidades financieras de la tutelante, vale 
insistir, de acuerdo con sus circunstancias concretas, persigue evitar que las familias sigan 
perdiendo injusta y  masivamente sus hogares, de ahí que la reestructuración para esa clase de 
coercitivos, integre el título complejo y  ausencia impida adelantar el cobro (...)

Es preciso recordarle al follador tutelado que de acuerdo con el criterio reciente de esta Sala, de 
llegarse a establecer la inexistencia de la reestructuración del crédito en litigios como el cuestionado, 
procede la terminación del compulsivo, pues

“(...) la decisión de culminar el coercitivo por falta de reestructuración del crédito solo 
puede evitarse en caso de existir embargo de remanentes (...), por cuanto, al acaecer tal 
circunstancia, implica prima facie que cualquier intento de reestructuración sería fútil, 
pues en ese evento sí resulta evidente la poca solvencia económica de la obligada1 (...)”.

“(•••) No debe dejarse de lado que el artículo 42 de la Ley 546 de 1999, estableció el 
derecho a la reestructuración en favor de los deudores de acreencias hipotecarias para la 
adquisición de vivienda otorgados inicialmente mediante UPAC. el cual obliga convenir el 
pago acorde con la realidad financiera de los afectados (...)”.

Así mismo en sentencia de tutela2 de fecha: 28 de abril de 2017. proferida por la Sala Civil del 
Honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, con Ponencia del Magistrado Carlos 
Alberto Romero Sánchez, se dijo lo siguiente:

“(...) En efecto, dicha Corporación ha venido desarrollando una línea jurisprudencial, en virtud de 
la cual, el deudor "[tiene] derecho a la reestructuración de la obligación que adquirió antes de la 
vigencia de la Ley 546 de 1999, con independencia de que existiere un proceso ejecutivo anterior o 
que estuviere al día o en mora en las cuotas del crédito. IPor lo tanto, imperal revisar si Ia entidad 
ejecutante había adosado ¡unto con los títulos de recaudo otorgados antes de la visencia de la Ley 
546 de 199, los documentos que acreditaran la reestructuración de ¡a obligación allí contenida, pues, 
iterase, unos y otro documento conforman un titulo ejecutivo complejo, y por ende, la ausencia de 
alguno de estos no permitía continuar con la ejecución. ”3

1 C orte C onstitucional, sen tenc ia  T -511 de 2001.
2 Sentencia aprobada mediante acta No. 036. Acción de tutela radicada al No. 76001-22-03-000-2017-00195-00.
3 Acción de tutela conocida en primera instancia por la Sala Civil de la Corporación. Radicado: 11001-22-03-000-2015-00601-00. Fallo de 7 de 
abril de 2015.
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De igual manera ha establecido que "existe consenso sobre la necesidad de reestructurar el crédito 
aun cuando el compulsivo se haya iniciado en 2002, es decir, dos años después de entrar en visor la 
Lev 546 de 1999, por cuanto la obligación hipotecaria que lo originó se remonta a 1995 (...) En lo 
atinente a la supuesta “(...) reestructuración (...) ” alegada por el ejecutante y  acogida por el 
Tribunal, la cual se consolidó aparentemente con un nuevo pagaré pactado en UVR, no debe dejarse 
de lado que este, se itera, derivó del crédito contraído por la deudora en UPAC en junio de 1995, 
por esa razón aquél título valor correspondía realmente a una reliquidación y  redenominación de 
los saldos al 31 de diciembre de 1999. más no a una “(...) reestructuración

Y en punto de las excepciones a la aplicación del tal precedente, que pudieran derivarse de la 
aplicación de la sentencia SU-787 DE 2012, ha dejado sentado que “en caso de determinarse la 
existencia de la reestructuración de crédito en litigios como el cuestionado, procede la terminación 
del compulsivo, pues “(...) la decisión de culminar el coercitivo por falta de reestructuración del 
crédito solo puede evitarse en caso de existir embargo de remanentes (...), por cuanto, a! acaecer 
tal circunstancia, implica prima facie que cualquier intento de reestructuración sería fútil, pues en 
ese evento sí resulta evidente la poca solvencia económica de la obligada5 (...) "6

Así mismo, justamente refiriéndose al tema del avalúo inferior aI monto de la liquidación del crédito 
y  de la capacidad de pago del deudor, ha indicado que ‘'no corresponde al juzgado natural establecer 
si el deudor se encuentra en capacidad de someterse a una reestructuración del crédito, como quiera 
que tal actividad es del resorte del acreedor. Precisamente esta Sala, en reciente pronunciamiento, 
indicó que: debió la Corporación tutelada, antes de esgrimir un juicio de valor respecto de la 
capacidad de pago (...), simplemente concretar la existencia o no de tal beneficio, y  la falta del 
mismo, dar por terminado el coercitivo, teniendo en cuenta que los pormenores acerca de la 
realización del acuerdo de reestructuración, corresponde efectuarlos directamente al demandante y  
al deudor, o en su defecto, por aquél, siendo estos y  no el juez, quienes deben evaluar los criterios de 
viabilidad de la deuda y  la situación económica actual de la deudora (...). En todo caso, el citado 
Tribunal no podía arrogarse las facidtades del acreedor para disponer del crédito, como 
efectivamente ocurrió, tras concluir sin mayores consideraciones probatorias que (...) la tutelante 
no tenía capacidad de pago (...) y  por tal razón negar la terminación del compulsivo (...) CSJ 
STC5141-2016. 22 abr. 2016 -  00926 00 ”7

De los anteriores apartes, aflora evidente que -acorde con la jurisprudencia actualmente 
imperante- se torna imperativo para el juez de la causa adentrarse en el análisis de los requisitos 
del títulos y proceder con la terminación deI proceso en caso de no haberse llevado a cabo su 
reestructuración, regla que solo encuentra excepción ante la existencia de embargos de 
remanentes, conforme a la jurisprudencia nacional, pues no corresponde al operador judicial 
determinar la capacidad de pago del deudor. ” (Subraya y  cursiva y  negrita fuera deI texto)

En tal sentido, con base en los anteriores precedentes jurisprudenciales, es claro para este despacho 
que ante la ausencia de la reestructuración procede decretar la terminación anormal del proceso, 
siempre y cuando confluyan los siguientes aspectos a saber: i) Oue se determine la existencia o no 
del beneficio de la reestructuración; ii) Determinar previo el análisis de los requisitos del título 
presentado como base de recaudo ejecutivo, si el crédito fue reestructurado o no; y  iii) Verificar si 
dentro del proceso existe embargo de remanentes que haga fútil el pronunciamiento al respecto.

En los marcos de las observaciones y argumentos dilucidados, decide este Despacho acogerse a los 
mismos, modificando así el criterio que venía aplicando en la materia, esto a fin para brindar

4 Corte Suprema de Justicia -  Sala Civil. Sentencia de 14 de julio de 2016. STC9529-2016. Radicación No. 11001-02-03-000-2016-01896-00.
5 Corte Constitucional, Sentencia T -511 de 2001.
6 Corte Suprema de Justicia. Sala Civil. Providencia de 9 de noviembre de 2016. STC16186-2016.
7 Corte Suprema de Justicia. Sala Civil. Sentencia de 24 de agosto de 2016. STC I1748-2016.
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uniformidad en la interpretación y aplicación judicial del derecho, en desarrollo del deber de igualdad 
de trato debido a las personas, dada la fuerza vinculante de las decisiones judiciales superiores.

Del caso en concreto.-

Entrando en el estudio que nos ocupa, es preciso determinar si en el presente proceso debía acreditarse 
la reestructuración de la obligación como requisito de exigibilidad de la misma, y si no fue así, 
garantizar la protección del derecho fundamental de los demandados a acceder a una vivienda digna 
con la consecuente declaratoria de terminación del proceso.

Al respecto es preciso manifestar en primer lugar, que de la revisión del plenario se observa que con 
la demanda se acompaña el pagaré No. 45992-1-12 otorgado el 15 de mayo de 1995 por 1.227,0331 
UPAC., equivalentes para la época a $8.539.353,oo pesos, amparado en una garantía hipotecaria 
constituida a través de escritura pública No. 1.324 del 6 de marzo de 1995, otorgada en la Notaría 9o 
de esta ciudad.

Ahora bien, previa revisión del proceso, encontramos que la Escritura de Hipoteca antes referenciada 
permite concluir que el crédito correspondiente a $8.539.353,oo pesos fue otorgado en UPAC, por lo 
que ha debido acompañarse a la demanda la restructuración de la obligación como requisito de 
procedibilidad.

Al respecto la H. Corte Suprema de Justicia en recientes pronunciamientos ha considerado que la 
reestructuración de la obligación debe acompañarse como requisito de procedibilidad cuando el 
crédito ha sido otorgado inicialmente en UPAC, en tal sentido este Despacho recoge la posición que 
viene planteando a lo largo de este proceso y acoge el precedente sentado tanto por la Corte Suprema 
de Justicia como por la Corte Constitucional, conforme al cual este proceso debe terminarse.

Y es que nuestro máximo Tribunal de Justicia en sede de tutela ha sostenido:

"Precisamente, en lo pertinente, a partir del capitulo VIII de la aludida ley, se dispone la creación 
de tin régimen de transición, en el que expresamente se señala que: “[los] establecimientos de crédito 
deberán ajustar los documentos contentivos de las condiciones de los créditos de vivienda individual 
a largo plazo, desembolsados con anterioridad a la fecha de vigencia de la presente ley y  a las 
disposiciones previstas en la misma (...) ”8. Esto significa que más allá de la fecha de iniciación del 
proceso ejecutivo, el hecho determinante para hacer exisible la reestructuración, es que el crédito 
haya sido desembolsado con anterioridad a las fechas mencionadas en la propia Lev 546 de 1999.

La reestructuración implica tanto la conversión del crédito del sistema UPAC al UVR, como el 
reconocimiento de los abonos previstos en el articulo 41 de la ley en mención, conforme al cual: 
"Los abonos a que se refiere el articulo anterior se harán sobre los saldos vigentes a 31 de diciembre 
de 1999, de los préstamos otorgados por los establecimientos de crédito para la financiación de 
vivienda individual a largo plazo (...) Desde esta perspectiva, el reconocimiento del derecho a la 
reestructuración no depende de la existencia de un proceso ejecutivo o de si la obligación estaba al 
día o en mora, sino del momento en el que se otorgó el crédito (subraya la Sala, C.C. ST-881 de 
2013).

5.- Teniendo en cuenta lo anterior, no cabe duda de que en el asunto motivo de controversia el deudor 
tenia derecho a la reestructuración de la obligación que adquirió antes de la vigencia de la Ley 546 
de 1999, con independencia de que existiere un proceso ejecutivo anterior o que estuviera al día o 
en mora en las cuotas del crédito. ” 9 
Sostuvo en otra oportunidad:

“(...) la reestructuración ( ...)” no era un paso discrecional para los acreedores ni mucho menos 
renunciable por los deudores, en vista de su trascendencia iusfundamental, erigiéndose en un

8 A rtícu lo  39  de la Ley 546 de 1999.
9 Sentencia de tu te la  de 7 de abril de 2015. Mag. Pon. Dr Jesús Valí de Rutén Ruiz.
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requisito basilar de exigibilidad de la obligación. Yendo al caso, existe consenso sobre esa necesidad 
de reestructurar el crédito aun cuando el compulsivo se haya iniciado en 2002, es decir, dos años 
después de entrar en vigor la Ley 546 de 1999, por cuanto la obligación hipotecaria que lo originó 
se remonta a 1995, según lo reconoció el propio Banco Davivienda S.A. al descorrer el traslado de 
las excepciones de la demandada. En e fecto, en ese momento afirmó que el nuevo titulo era producto 
simplemente de la reliquidación y  redenominación de UPAC a UVR, es decir, de la aplicación del 
artículo 38y  39 de la Ley 546 de 1999. (...)

En consecuencia, el incumplimiento de esa carga se constituye en un obstáculo insalvable para el 
inicio y  el impulso de los procesos hipotecarios estrictamente relacionados con créditos de vivienda, 
por formar parte de un título ejecutivo complejo cuya acreditación se hace imprescindible para 
obtener la orden de apremio en caso de mora de los deudores o si, /levado a cabo ese trabajo, es 
manifiesta la imposibilidad de satisfacción de éstos con sus actuales ingresos.

En lo atinente a la supuesta “(...) reestructuración ( ...)” alegada por el ejecutante y  acogida por 
el Tribunal, la cual se consolidó aparentemente con un nuevo pagaré pactado en UVR, no debe 
dejarse de lado que éste, se itera, derivó del crédito contraído por Ia deudora en UPAC en junio de 
1995, por esa razón, aquél título valor correspondía realmente a una reliquidación y  
redenominación de los saldos a 31 de diciembre de 1999, más no a una “(...) reestructuración 
(...) ”.10 Negrilla del Despacho.

Volviendo al caso que ocupa la atención del Despacho, es claro que si bien existe la reliquidación 
del crédito, no se realizó por parte de la entidad demandante la reestaicturación de la obligación, 
requisito sine qua non para que sea viable el cobro ejecutivo, razón suficiente para que el proceso no 
pudiera adelantarse.

Frente a lo anterior es de advertir inicialmente que conforme a lo decantado jurispudencialmcnte por 
las Altas Cortes respecto al tema que ahora ocupa nuestra atención, es claro que la postura asumida 
en los últimos fallos, nos indica que de llegarse a establecer la inexistencia de la reestructuración del 
crédito en litigios como el cuestionado, procedería la terminación del compulsivo, tal como se señaló 
en sentencia STC5957-2017 del 3 de mayo de 2017. que al respecto expresa:

“El escenario planteado evidencia el menoscabo de la prerrogativa señalada y  el desconocimiento 
de la jurisprudencia de esta Sala, por cuanto correspondía decidir de fondo los reparos elevados por 
los solicitantes en cuanto a la reestructuración de la obligación. Por tanto, ha debido, 
particularmente, el ad quem, en aras de corregir la desatención del a quo. revisar si el ejecutante 
adosó junto con el título base de recaudo, los soportes pertinentes para acreditar la reestructuración 
del crédito, pues, como lo ha dicho esta Corte, esos documentos
“(...) conforman un título ejecutivo complejo y. por ende, la ausencia de alguno de estos no permitía 
continuar con la ejecución ( ...)”.
‘A l respecto, la Corte en un asunto de similares contornos consideró que:
“(...) Si bien podría decirse en gracia de discusión que el funcionario judicial no se refirió a dicha 
cuestión, es decir, si la obligación había sido objeto de reestructuración, por estimar que el proceso 
ejecutivo hipotecario se originó en el 2011 y  porque no se demostró la existencia de saldos insolutos 
antes del 31 de diciembre de 1999, tales aspectos no podrían considerarse suficientes para 
desestimar per sé dicho tópico, sobre todo, por tratarse el asunto de un crédito para la adquisición 
de vivienda, situación que ameritaba interpretarse con mayor énfasis a la luz de la Carta Política y  
la doctrina constitucional (...)
“(...) No debe dejarse de lado que el artículo 42 de la Ley 546 de 1999. estableció el derecho a la 
reestructuración en favor de los deudores de acreencias hipotecarias para la adquisición de vivienda 
otorgados inicialmente mediante UPAC, el cual obliga convenir el pago acorde con la realidad 
financiera de los afectados (...)”.

"'Por tal motivo, esa medida no resulta discrecional para el acreedor, mucho menos renunciable por 
la deudora, en razón de su importancia constitucional. De ese modo, el propósito de diferir el saldo 
según las reales posibilidades financieras de la tutelante, vale insistir, de acuerdo con sus 
circunstancias concretas, persigue evitar que las familias sigan perdiendo injusta y  masivamente sus 
hogares, de ahí que la reestructuración para esa clase de coercitivos, integre el titulo complejo y  
ausencia impida adelantar el cobro (...)

' “ .Sentencia de Tute la  de 14 de Ju lio  de 2016. Mag. Pon. Dr. LUIS A rm ando To losa V illabona
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“(...) la decisión de culminar el coercitivo por falta de reestructuración del crédito solo puede 
evitarse en caso de existir embargo de remanentes (...), por cuanto, al acaecer tal circunstancia, 
implica prima facie que cualquier intento de reestructuración sería fútil, pues en ese evento sí resulta 
evidente la poca solvencia económica de la obligada11 (...)”.
“(...) No debe dejarse de lado que el artículo 42 de la Ley 546 de 1999, estableció el derecho a la 
reestructuración en favor de los deudores de acreencias hipotecarias para la adquisición de vivienda 
otorgados inicialmente mediante UPAC, el cual obliga convenir el pago acorde con la realidad 
financiera de los afectados

Así las cosas, con base en los precedentes jurisprudenciales, es claro para este despacho que ante la 
ausencia de la reestructuración procede decretar la terminación anormal del proceso, siempre y 
cuando confluyan los siguientes aspectos a saber: i) Oue se determine la existencia o no del beneficio 
de la reestructuración: ii) Realizar el análisis de los requisitos del título presentado como base de 
recaudo ejecutivo a fin de determinar si el crédito fue reestructurado o no; y  iii) Verificar si dentro 
del proceso existe embargo de remanentes que haga fútil el pronunciamiento al respecto.

Siendo de esta manera las cosas, ante la ausencia de reestructuración del crédito y sin que exista 
embargo de remanentes, resulta procedente decretar la terminación anormal del proceso, garantizando 
el respeto por el derecho a la vivienda digna que le asiste a la parte demandada a quien se le adelantó 
la ejecución de su crédito de vivienda sin el cumplimiento del requisito de reestructuración de la 
obligación.

Así las cosas, y en mérito de lo expuesto el Juzgado Noveno Civil Municipal de Ejecución de 
Sentencias de Cali,

RESUELVE:

Primero.- DECLARAR la terminación anormal del presente proceso por falta de reestructuración, 
por las razones expuestas en la parte motiva de este proveído.

Segundo.- DECRETAR el levantamiento de las medidas cautelares aquí ordenadas y practicadas. 
Líbrese los oficios pertinentes.

Tercero.- SI EXISTIERE EMBARGO DE REMANENTES allegado antes de la ejecutoria de 
esta providencia, el mismo será tenido en cuenta antes de librar los oficios correspondientes, y deberá 
regresar el proceso al Despacho.

Cuarto.- ORDENASE el desglose de los documentos base de recaudo, a costa de la parte 
DEMANDANTE.

Quinto.- CUMPLIDO lo anterior, previa^ fcación, archivar lo actuado

ANGEL

11 C orte C onstitucional, sen ten c ia  T -5 11 de 2001.

NAN ARAUJO

JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL 
DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI 

SECRETARIA

EN ESTADO No, 0 ^ E HOY J  3 DIC 2018
NOTIFICO A LAS PARTES EL CONTENIDO DEL AUTO 
QUE ANTECEDE.



AUTO DE SUSTANCIACÓN No. 5435
EJECUTIVO SINGULAR
Rad. 030-2016-00151

JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL
DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI

Santiago de Cali, Once (11) de Diciembre de Dos Mil Dieciocho (2018)

En aplicación a lo decantado en el artículo 286 del C.G.P., el Juzgado,

RESUELVE:

PRIMERO.- CORREGIR el acta de remate, visible a folio 132, entendiéndose para todos loes e la siguiente

“MATRICULA INMOBILIARIA No. 370-150629. DIRECCIÓN DEL INMUEBLE: CARRERA 10 45-51 
APARTAMENTO 102-6 BLOQUE 6. EDIFICIO CONJUNTO RESIDENCIAL “LOS SAUCES DEL NORTE". 
DESCRIPCIÓN CABIDA Y LINDEROS: APARTAMENTO #102-6. LOCALIZADO EN EL PRIMER PISO 
DEL CONJUNTO RESIDENCIAL LOS SAUCES DEL NORTE, BLOQUE #6, SERVIDOS POR PORTERIA 
COMUN Y SE COMUNICA CON LA VIA PUBLICA A TRAVES DE LA PUERTA COMUN #45-51 DE LA 
KRA. 10. DE LA ACTUAL NOMENCLATURA URBANA DE CALI. INTERNAMENTE ESTA SERVIDO POR 
ACCESOS COMUNES (CAMINOS, HALL Y ESCALERAS COMUNES) Y SHUTE COMUN. TIENE UN 
AREA DE PROPIEDAD PARTICULAR DE 67,79 M2. LINDEROS: PARTIENDO DEL PUNTO 1 
LOCALIZADO EN EL SURESTE DE LA UNIDAD, NOS DESPLAZAMOS AL OESTE EN 5.75 MTS. 
PASANDO POR EL MURO COMUN N. AL PUNTO 2, MURO COMUN AL MEDIO CON ZONA VERDE 
COMUN. AL NORTE: EN 8.40 MTS. PASANDO POR EL MURO COMUN N. AL PUNTO 3. MURO COMUN
Y JUNTA DE DILATACION COMUN AL MEDIO CON EL APARTAMENTO #101-7. AL ESTE: EN 2.95 
MTS. PASANDO POR EL MURO COMUN N. AL PUNTO 4. AL NORTE: EN 1.425 MTS AL PUNTO 5.
MURO COMUN AL MEDIO CON ZONA VERDE COMUN. AL ESTE: EN 5.95 MTS. PASANDO POR EL 
MURO COMUN N. AL PUNTO 6. MURO COMUN AL MEDIO CON EL ANTEJARDIN COMUN. AL SUR:
EN 5.80 MTS. AL PUNTO 7 MURO COMUN AL MEDIO CON EL APARTAMENTO #101-6. AL OESTE EN 
3.15 MTS. AL PUNTO 8. MURO COMUN Y PUERTA COMUN DE ACCESO AL APARTAMENTO AL 
MEDIO CON HALL COMUN. AL SUR EN 3.65 MTS. PASANDO POR EL MURO COMUN N. AL PUNTO 
INICIAL 1, MURO COMUN AL MEDIO CON HALL COMUN. NOTA: DEL AREA ANTES ALINDERADA SE 
HA EXCLUIDO EL AREA DE LOS MUROS Y UN BUITRON QUE FIGURAN EN EL PLANO DE LA 
DIVISION CON LAS LETRAS N Y B  POR SER COMUNES. NADIR: 0.00 MTS. DETERMINADO POR LA 
LOSA COMUN QUE LO SEPARA DEL SUBSUELO DE LA COPROPIEDAD. CENIT: 2.20 MTS. 
DERTERMINADOS POR LA LOSA COMUN QUE LO SEPARA DEL 2. PISO. ALTURA LIBRE: 2.20 MTS. 
SEGÚN REFORMA REGLAMENTO DE PROPIEDAD HORIZONTAL DEL CONJUNTO RESIDENCIAL 
“LOS SAUCES DEL NORTE", ESC. # 021/04 NOT.6CALI, SE LE ASIGNA A ESTA UNIDAD PRIVADA EL 
SIGUIENTE VALOR O COEFICIENTE DE COPROPIEDAD: AREA: 67,79 M2 PORCENTAJE: 1,7857%.
EL 50% DE LOS DERECHOS CUOTA COMÚN Y PRO INDIVISO FUERON ADQUIRIDOS POR LA 
SEÑORA LEIDY JOHANA VELEZ CORTES POR COMPRA HECHA A EDINSON CARDONA 
VELASQUEZ Y ALEYDA PATRICIA QUINTERO MONTES. ESPECIFICACIÓN: COMPRAVENTA: 0125, 
SEGÚN CONSTA EN LA ANOTACIÓN Nro. 029 FECHA 11-02-2009 DEL CERTIFICADO DE 
TRADICICÓN CON MATRICULA INMOBILIARIA No. 370-150629. ”,

SEGUNDO.- POR SECRETARIA ELABÓRENSE NUEVAMENTE los respectivos oficios con las correcciones
del caso y expídanse las copias auténticas res de obtener el registro correspondiente.

manera:

ANGELA M RAUJO
JUEZ
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AUTO DE SUSTANCIACIÓN No, 5411 
EJECUTIVO MIXTO 
Rad. 020-2017-00250

JUZGADO NOVENO CIVIL MUNICIPAL
DE EJECUCIÓN DE SENTENCIAS DE CALI

Santiago de Cali, diez (10) de diciembre de Dos mil dieciocho (2018)

En escrito que antecede, el apoderado judicial de la parte actora solicita se adicione al NUMERAL TERCERO 
del auto No. 5261 de fecha 28 de noviembre de 2018 la orden de pago a la parte demandante JUAN CARLOS 
ALVAREZ PATINO la suma de $ 4.572.500.

Por lo anterior se procederá a adicionar el anterior auto de conformidad con lo establecido en el artículo 287 
del C.G.P., el Juzgado,

ADICIONAR al numeral tercero del auto No. 5261 de fecha 28 de noviembre de 2018, visible a folio 121 del 
presente cuaderno, lo siguiente: “y la suma de $ 4.572.500 a favor del apoderado de la parte demandante 
JUAN CARLOS ALVAREZ PATIÑO identificado(a) con Cédula de ciudadanía Número 19467951.”

R E S U E L V E

ANG ÍA ESTUPIÑÁN ARAUJO
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